
NORMAS CONSTITUCIONALES TRIBUTARIAS 

 

(a)  Disposiciones orgánicas 

Artículo 63.- Son materias de ley 

14) Las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa 
exclusiva del Presidente de la República; 

Artículo 65.- Las leyes pueden tener origen en la Cámara de 
Diputados o en el Senado, por mensaje que dirija el Presidente de la 
República o por moción de cualquiera de sus miembros. Las mociones no 
pueden ser firmadas por más de diez diputados ni por más de cinco 
senadores.  

Las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que sean, 
sobre los presupuestos de la Administración Pública y sobre 
reclutamiento, sólo pueden tener origen en la Cámara de Diputados. 
Las leyes sobre amnistía y sobre indultos generales sólo pueden tener 
origen en el Senado. 

Corresponderá al Presidente de la República la iniciativa 
exclusiva de los proyectos de ley que tengan relación con la 
alteración de la división política o administrativa del país, o con 
la administración financiera o presupuestaria del Estado, incluyendo 
las modificaciones de la Ley de Presupuestos, y con las materias 
señaladas en los números 10 y 13 del artículo 63. 

Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la 
iniciativa exclusiva para:  

1º.- Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de 
cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las 
existentes, determinar su forma, proporcionalidad o progresión; 

2o.- Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean 
fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; 
suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones; 

3o.- Contratar empréstitos o celebrar cualquiera otra clase de 
operaciones que puedan comprometer el crédito o la responsabilidad 
financiera del Estado, de las entidades semifiscales, autónomas, de 
los gobiernos regionales o de las municipalidades, y condonar, 
reducir o modificar obligaciones, intereses u otras cargas 
financieras de cualquier naturaleza establecidas en favor del Fisco 
o de los organismos o entidades referidos; 

4o.- Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, 
jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquiera otra clase 
de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en 
retiro y a los beneficiarios de montepío, en su caso, de la 
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Administración Pública y demás organismos y entidades anteriormente 
señalados, con excepción de las remuneraciones de los cargos indicados 
en el inciso primero del articulo 38 bis, como asimismo fijar las 
remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, 
aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios 
económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos; todo 
ello sin perjuicio de lo dispuesto en los números siguientes; 

5o.- Establecer las modalidades y procedimientos de la 
negociación colectiva y determinar los casos en que no se podrá 
negociar, y 

6o.- Establecer o modificar las normas sobre seguridad social o 
que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado. 

El Congreso Nacional sólo podrá aceptar, disminuir o rechazar 
los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos 
y demás iniciativas sobre la materia que proponga el Presidente de 
la República. 

Articulo 67.- El proyecto de Ley de Presupuestos deberá ser 
presentado por el Presidente de la República al Congreso Nacional, a 
lo menos con tres meses de anterioridad a la fecha en que debe empezar 
a regir; y si el Congreso no lo despachare dentro de los sesenta días 
contados desde su presentación, regirá el proyecto presentado por 
el Presidente de la República. 

El Congreso Nacional no podrá aumentar ni disminuir la 
estimación de los ingresos; sólo podrá reducir los gastos contenidos 
en el proyecto de Ley de Presupuestos, salvo los que estén establecidos 
por ley permanente. 

La estimación del rendimiento de los recursos que consulta la 
Ley de Presupuestos y de los nuevos que establezca cualquiera otra 
iniciativa de ley, corresponderá exclusivamente al Presidente, 
previo informe de los organismos técnicos respectivos. 

No podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a. los 
fondos de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes 
de recursos necesarios para atender dicho gasto. 

Si la fuente de recursos otorgada por el Congreso fuere 
insuficiente para financiar cualquier nuevo gasto que se apruebe, el 
Presidente de la República, al promulgar la ley, previo informe 
favorable del servicio o institución a través del cual se recaude el 
nuevo ingreso, refrendado por la Contraloría General de la República, 
deberá reducir proporcionalmente todos los gastos, cualquiera que 
sea su naturaleza. 
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(b) Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional 

Artículo 19°.- El proyecto de Ley de Presupuestos será informado 
exclusivamente por una comisión especial, que se integrará con el 
mismo número de diputados y de senadores que establezcan las normas 
reglamentarias que acuerden las Cámaras. Formarán parte de ella, en 
todo caso, los miembros de sus respectivas comisiones de hacienda. 
La comisión será presidida por el senador que ella elija de entre 
sus miembros y deberá quedar constituida dentro del mes de septiembre 
de cada año. Esta comisión especial fijará en cada oportunidad sus 
normas de procedimiento y formará de su seno las subcomisiones que 
necesite para el estudio de las diversas partidas del proyecto, sin 
sujeción en ellas a la paridad de que trata el inciso anterior. 

Con todo, una vez concluida la labor que a la comisión especial 
constituida conforme a los incisos anteriores, ésta podrá seguir 
funcionando para el solo efecto de realizar un seguimiento de la 
ejecución de la Ley de Presupuestos durante el respectivo ejercicio 
presupuestario, hasta que se constituya la siguiente comisión 
especial que deba informar un nuevo proyecto de Ley de Presupuestos. 

Para los efectos de realizar el seguimiento, la comisión 
especial podrá solicitar, recibir, sistematizar y examinar la 
información relativa a la ejecución presupuestaria que sea 
proporcionada por el Ejecutivo de acuerdo a la ley, poner dicha 
información a disposición de las Cámaras o proporcionarla a la 
comisión especial que deba informar el siguiente proyecto de Ley de 
Presupuestos. Contará para ello con una unidad de asesoría 
presupuestaria. En caso alguno esta tarea podrá implicar ejercicio 
de funciones ejecutivas, o afectar las atribuciones propias del Poder 
Ejecutivo, o realizar actos de fiscalización. 

 

(c) Garantías Constitucionales 

Capítulo III 

DE LOS DERECHOS Y DEBERES CONSTITUCIONALES 

Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas: 

2o.- La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo 
privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio 
queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley. 

Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias 
arbitrarias; 

20º.- La igual repartición de los tributos en proporción a las 
rentas o en la progresión o forma que fije la ley, y la igual 
repartición de las demás cargas públicas. 

En ningún caso la ley podrá establecer tributos manifiestamente 
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desproporcionados o injustos. 

Sin embargo, la ley podrá autorizar que determinados tributos 
puedan estar afectados a fines propios de la defensa nacional. 
Asimismo, podrá autorizar que los que gravan actividades o bienes 
que tengan un aclara identificación regional o local puedan ser 
aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por las 
autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras 
de desarrollo. 

24°.- El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda 
clase de bienes corporales o incorporales. 

Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, 
de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones 
que deriven de su función social. Esta comprende cuanto exijan los 
intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad 
y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental. 

Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien 
sobre que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales 
del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice 
la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, 
calificada por el legislador. El expropiado podrá reclamar de la 
legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales ordinarios y 
tendrá siempre derecho a indemnización por el daño patrimonial 
efectivamente causado, la que se fijará de común acuerdo o en 
sentencia dictada conforme a derecho por dichos tribunales. 

A falta de acuerdo, la indemnización deberá ser pagada en dinero 
efectivo al contado. 

La toma de posesión material del bien expropiado tendrá lugar 
previo pago del total de la indemnización, la que, a falta de acuerdo, 
será determinada provisionalmente por peritos en la forma que señale 
la ley. En caso de reclamo acerca de la procedencia de la expropiación, 
el juez podrá, con el mérito de los antecedentes que se invoquen, 
decretar la suspensión de la toma de posesión. 

El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e 
imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las 
covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos  de 
carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción 
de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las 
personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas 
estuvieren situadas. Los predios superficiales  estarán sujetos a 
las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la 
exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas. 

Corresponde a la ley determinar qué sustancias de aquel]as a que 
se refiere el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos 
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líquidos o gaseosos, pueden ser objeto de concesiones de exploración 
o de explotación. Dichas concesiones se constituirán siempre por 
resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos 
e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el 
carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al 
dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés 
público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será 
establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener 
el cumplimiento de esa obligación y contemplará causales de caducidad 
para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre 
la concesión. En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar 
establecidos al momento de otorgarse la concesión. 

Será de competencia exclusiva de los tribunales ordinarios de 
justicia declarar la extinción de tales concesiones. Las 
controversias que se produzcan respecto de la caducidad o extinción 
del dominio sobre la concesión serán resueltas por ellos; y en caso 
de caducidad, el afectado podrá requerir de la justicia la declaración 
de subsistencia de su derecho. 

El dominio del titular sobre su concesión minera está protegido 
por la garantía constitucional de que trata este número. 

La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos 
que contengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán 
ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio 
de concesiones administrativas o de contratos especiales de 
operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el 
Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo. 
Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier especie 
existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional 
y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, 
se determinen como de importancia para la seguridad nacional. El 
Presidente de la República podrá poner término, en cualquier tiempo, 
sin expresión de causa y con la indemnización que corresponda, a las 
concesiones administrativas o a los contratos de operación relativos 
a explotaciones ubicadas en zonas declaradas de importancia para la 
seguridad nacional. 

Los derechos de los particulares sobre las. aguas, reconocidos 
o constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la 
propiedad sobre ellos; 

26°.- La seguridad de que los preceptos legales que por mandato 
de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta 
establece o que las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no 
podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, 
tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio. 

 


